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El mandato de evaluación y cómo leer este informe
Desde 1994 Costa Rica inició la construcción del Plan Nacional para la Atención y la Prevención de la Violencia Intrafamiliar (PLANOVI), como política pública para enfrentar esta grave problemática. En 1998, mediante Decreto Ejecutivo 26664, retomado y ampliado por las administraciones posteriores, se establece el Sistema Nacional para la Atención y la Prevención de la Violencia Intrafamiliar, el cual tiene como autoridad máxima el Consejo de Ministros. El Sistema es responsable de la elaboración y seguimiento de la política pública en materia de violencia, a través de su Comisión de Seguimiento que está integrada por representantes de: ocho ministerios, cinco instituciones autónomas, tres organismos de integración, organizaciones de la sociedad civil, Red Nacional de Redes Locales, Poder Judicial y universidades públicas

En el año 2006, al cumplirse doce años de la formulación de la política pública para enfrentar la violencia intrafamiliar el INAMU consideró necesario realizar una valoración externa de su desempeño en las instituciones, organizaciones y en las personas afectadas por la violencia. Esta decisión del Instituto cumple con los mandatos de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belem do Pará) y la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW), relacionada con el monitoreo del progreso de los compromisos de los países signatarios. 

El INAMU plantea la necesidad de evaluar las acciones desarrolladas desde la formulación del PLANOVI hasta la actualidad, de manera que se identifiquen los logros alcanzados y se propongan avances en la atención y prevención de la violencia intrafamiliar. Los objetivos generales del PLANOVI que se evaluaron son:

1. Poner en funcionamiento un sistema de atención integral que permita la detección de la violencia intrafamiliar y el abuso sexual extrafamiliar, la atención oportuna para detener las agresiones y brindar a la persona afectada la intervención que necesite para posibilitar su recuperación y la construcción de su nuevo proyecto de vida.

2. Promover acciones que incidan y busquen cambiar los patrones socioculturales que justifican y alientan las conductas violentas, para propiciar un estilo de relaciones humanas no violentas, basadas en el respeto a la individualidad y la diferencia (Plan Nacional para la Atención y la Prevención de la Violencia Intrafamiliar, 1995).

Cabe recordar que las evaluaciones son instrumentos fundamentales porque posibilitan la rendición de cuentas acerca de los resultados de las acciones desarrolladas y brindan una oportunidad de reflexión y extracción de lecciones sobre la forma en que se pueden mejorar dichas acciones en el futuro. Los datos básicos de la evaluación son el fruto de una mirada retrospectiva a las acciones y logros del pasado pero el propósito es contribuir a mejorar el desempeño futuro.  

Tres orientaciones básicas guiaron el proceso de investigación. En primer lugar se efectuó una exhaustiva sistematización de la documentación revisada y de las consultas realizadas, como puede observarse en los anexos de esta Parte I y en cada investigación específica incluida en la II Parte del Informe. En segundo lugar, se realizó una amplia consulta con funcionarias(os) de las instituciones que conforman el Sistema, así como con especialistas independientes. La pretensión inicial de entrevistar directamente a las personas usuarias de los servicios no pudo concretarse, dada la dificultad para identificar y localizar a las personas que acceden a los servicios (no existen registros en la mayoría de los casos), y a la necesidad de respetar la privacidad de las víctimas (por ejemplo, las mujeres actualmente internadas en los CEAAM).

Finalmente, se realizó una rigurosa aplicación de métodos cuantitativos y cualitativos de investigación para el procesamiento de información y su análisis. Cada informe específico de la II Parte detalla en las primeras páginas los métodos utilizados y las fuentes de información consultadas.
Las principales limitaciones de la investigación para la que se contó con ¢9.500.000 (poco menos de $20.000) y 8 meses de plazo, se relacionan con la escasez de información. Al diseñarse el PLANOVI no fueron previstos los indicadores de impacto y en el transcurso de estos doce años no se instaló una práctica de registro sistemático de las acciones emprendidas
. Por esta razón, tal y como se consignó en la estrategia metodológica aprobada para la realización de esta consultoría, la investigación parte de una descripción pormenorizada de la situación actual y, con base en la revisión documental y las entrevistas con informantes clave, va reconstruyendo procesos y observando los cambios. De esta forma, el presente Informe se constituye en una línea base para el monitoreo del desempeño del PLANOVI en los próximos años. En cada producto de investigación específico que se anexa a este Informe se incluye el detalle de problemas y limitaciones en las fuentes de información disponibles.

La presente evaluación del Sistema Nacional para la Atención y la Prevención de la Violencia intrafamiliar considera el nivel de avance de la política en términos de su institucionalización, cobertura y calidad de los servicios, tanto en el nivel nacional como local. Los avances y desafíos fueron identificados de acuerdo con los ejes establecidos en la política:

· Políticas, coordinación interinstitucional, seguimiento y evaluación.

· Detección, atención, prevención y promoción.

· Acceso a recursos de apoyo.

· Interaprendizaje.

Tomando como base la desagregación de componentes o áreas de trabajo que propone el decreto que crea el Sistema Nacional, así como las normas subsiguientes, se utilizaron procedimientos específicos para analizar los resultados de cada uno, según se detalla a continuación. 
· 56 entrevistas con informantes clave (ver lista en el anexo 1).

· 3 Grupos focales

· 4 talleres con especialistas y actores locales

· 4 encuestas específicas (redes, OFIM, instructores de la Escuela Nacional de Policía, coordinadores regionales de las delegaciones de policía)

· 177 personas consultadas (ver anexo 1 y lista de personas entrevistadas en cada informe especial).

· 1 Ejercicio de observación experimental (COAVIF).

· 4 inventarios (materiales, protocolos, capacitaciones, legislación).

· Compendio Estadístico (anexo 5).

· Bibliografía especializada (anexo 6).

· 14 investigaciones específicas
· 5 análisis institucionales (MEP, PANI, Ministerio de Seguridad, Sector Salud, OFIM).
· valoración de los 3 servicios especializados que administra el INAMU: Delegación y consultorios jurídicos, CEAAM, COAVIF.
· 1 análisis del contexto donde surge el PLANOVI.
· 1 reconstrucción de proceso (fases de la campaña por una vida sin violencia).

· 1 valoración del eje de interaprendizaje

· 1 análisis documental del eje de recursos de apoyo

· 1 investigación sobre el funcionamiento de redes locales

· 1 evaluación de la formación especializada de la policía en VIF.

El Informe final de la consultoría tiene dos partes. Este documento, que constituye la Parte I y que presenta una valoración sintética del desempeño global del PLANOVI. En esta parte se presenta un resumen comentado de las etapas de desarrollo del PLANOVI, la estructura orgánica y la lógica diseñada para su funcionamiento, y un resumen del grado de institucionalización alcanzado. También se presenta en esta parte el resumen de los principales hallazgos, por eje de la política y por preguntas generales de investigación,  así como un resumen de los desafíos identificados. Acompaña esta primera parte del Informe un conjunto de anexos que complementan la síntesis ofrecida.
La Parte II del informe es una compilación de los 14 estudios específicos antes mencionados. Cada investigación se resume en un breve documento que incluye: los objetivos del trabajo, la metodología empleada y las fuentes de información consultadas; la inserción del programa o servicio analizado en la lógica general del PLANOVI, los hallazgos de la evaluación y un conjunto de recomendaciones en tres niveles (estrategia de política, tareas prácticas y sugerencias para la investigación). Cada investigación se acompaña de anexos con los instrumentos específicamente diseñados para recolectar información, la lista de personas entrevistadas, algunas normas y protocolos relevantes y su respectiva bibliografía.

La decisión de presentar estos trabajos individuales de forma tal que cada uno pueda ser leído y utilizado de manera independiente, es contribuir al propósito de establecer una línea base para el monitoreo de los avances en la ejecución de los mandatos del PLANOVI y facilitar su uso para un conjunto amplio de destinatarios, más allá del nivel central del INAMU.
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Etapas de desarrollo del PLANOVI

El nacimiento del PLANOVI (1994) marca el inicio de un compromiso oficial del Estado costarricense por atender el problema de la violencia intrafamiliar y el abuso sexual extrafamiliar que es pionero, al formularse previo a la ratificación de Belem do Pará (1995).  En los 12 años trascurridos desde su formulación se pueden identificar tres etapas de desarrollo (cuadro 1). Los tránsitos entre ellas se dan en 1998 y 2002, fechas que coinciden con los cambios de gobierno. Aunque cada una corresponde a tendencias generales en el PLANOVI, no todos sus elementos y actores se han desarrollado al mismo ritmo, y algunos encuentran su mayor auge cuando el conjunto entra en estancamiento, mientras que otros nunca han logrado despegar.

La primera etapa, que cubre hasta 1998, es la de nacimiento de la propuesta e inicio de la acción concertada. En ella se combinan la elaboración de instrumentos de trabajo –PLANOVI, plan de atención en Salud, propuesta de interaprendizaje- con las primeras experiencias prácticas. Se crean las primeras Oficinas Municipales de la Mujer dirigidas a atender el problema de la violencia y se conforman las primeras Redes locales. Además, se integra al PLANOVI y a su visión una iniciativa preexistente, el Albergue para mujeres maltratadas. Se inician también las campañas en medios de comunicación con una serie de tres spots televisivos.

Tres instrumentos legales aprobados en estos años son de particular relevancia. En 1996 se aprueba la Ley Contra la Violencia Doméstica ya al final de ese año, el 9 de diciembre, se decreta el 25 de Noviembre Día Nacional Contra la Violencia Hacia las Mujeres. En 1998 se establece por decreto la Creación del Sistema Nacional para la Atención y la Prevención de la Violencia Intrafamiliar, oficializando así, aunque con un débil marco normativo, el PLANOVI. 
La segunda etapa, que trascurre entre 1998 y el año 2002, es de consolidación y auge. Se da un importante avance en tres de los cinco ejes del PLANOVI. La Línea gratuita “Rompamos el Silencio” inicia en septiembre de 1997 y en este período pasa de ser un servicio ofrecido y financiado por el INAMU -con una capacidad de atención de alrededor de 10.000 llamadas al año-, a  ser parte del Sistema de Emergencias 911, acompañado y supervisado técnicamente por el INAMU y financiado por el ICE, con una capacidad de respuesta de más de 50.000 llamadas anuales y con la posibilidad de activar la respuesta policial. El sector salud, por su parte, establece en 1999 el registro de situaciones de violencia intrafamiliar mediante un decreto de declaración obligatoria. En el Ministerio de Seguridad se crean los Agentes Contra la Violencia, especializados en este campo.

En esta etapa se elaboran numerosos protocolos que orientan las acciones en diferentes instituciones. Los servicios de atención se multiplican, desde la CCSS y los PROMECUM. El número de albergues se amplía a tres y cambian su nombre por el de Centros Especializados de Albergue y Atención de Mujeres Maltratadas, CEAAM.
 Se crean nuevas Oficinas Municipales de las Mujeres (OFIM),  aunque algunas no se enfocan en violencia intrafamiliar, y su coordinación ya no la realiza el Área de Violencia de Género del INAMU. Se produce una fuerte expansión de las Redes locales, y para ello la propuesta interaprendizaje fue un instrumento valioso, ya que logró atraer primero, y luego articular, a  un elevado número de funcionarias y funcionarios de diferentes dependencias, así como a organizaciones de mujeres locales. La Delegación de la Mujer se traslada institucionalmente al INAMU en 1998 y se integra al PLANOVI, dotándosela de una propuesta de atención integral. En el Ministerio de Seguridad comienzan a operar los Agentes Contra la Violencia. En materia de prevención, continúa la campaña en medios, -que ahora publicita el servicio telefónico-, y se desarrollan experiencias pilotos en centros educativos ejecutados por el Ministerio de Justicia y el MEP. El eje de acceso a recursos de apoyo permanece estancado, con algunas experiencias puntuales, no siempre exitosas, y con un adelanto formal cuando el IMAS reconoce la violencia intrafamiliar como un factor de riesgo social.

El 25 de Noviembre de 1999, una gran manifestación nacional convocada y organizada por instituciones estatales y privadas desde el PLANOVI, presenta el proyecto de Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres al Presidente Rodríguez, quien lo acogió y presentó a la Asamblea Legislativa. En los siguientes años este proyecto se convierte en un objetivo político que motiva frecuentes movilizaciones regionales (realización de Vigilias por la Vida de las Mujeres) y nacionales (marchas y concentraciones en la Asamblea Legislativa). El período es fructífero en la formulación y aprobación de leyes que avanzan derechos de las mujeres, niñas, niños, adolescentes, personas con discapacidad y personas adultas mayores, y se logran aprobar 20 nuevos instrumentos (anexo 2). Es también un período de avance en el Poder Judicial; se crean dos Juzgados especializados en Violencia Doméstica, se conforma una Comisión interna de seguimiento a la aplicación de la Ley, y se desarrollan capacitaciones de funcionarias y funcionarios judiciales en esta materia.

A partir del año 2002 da inicio una etapa de estancamiento en esta materia de violencia intrafamiliar en la mayoría de las instituciones, aunque persisten los avances en el Poder Judicial y el Ministerio de Seguridad.  Las acciones y servicios que dependen directamente del INAMU se mantienen  en esta etapa y hasta la actualidad, en particular los tres CEAAM, la Delegación de la Mujer y el servicio de atención telefónica ligado al 911 (COAVIF). Este último se mantiene en operación y su capacidad se fortalece, aunque enfrenta en la actualidad una trasformación que podría debilitarlo en aspectos centrales de su funcionamiento
. Las nuevas OFIM especializadas en violencia intrafamiliar permanecen desvinculadas del Área de Violencia de Género del INAMU, lo que debilita su acción en materia de violencia intrafamiliar. El INAMU igualmente mantiene el acompañamiento a las Redes, aunque éstas se ven debilitadas o desgastadas por la falta de voluntad política de la jerarquía de las instituciones que las conforman. 
En materia de interaprendizaje, al delegar el INAMU en otras instituciones, se produce dispersión de contenidos y métodos, no todos coherentes con la propuesta original, enfrentándose el riesgo de que las acciones formativas pierdan calidad. En materia de prevención, las campañas públicas se suspenden, aunque se producen materiales audiovisuales para trabajo en talleres, con lo que se pierde la posibilidad de un impacto informativo masivo, así como de mantener el posicionamiento del INAMU en la opinión pública. El eje de recursos de apoyo continúa igual, sin avances. 

El programa del Ministerio de Seguridad no fue recuperado, al menos en el primer año de la nueva administración y en la CCSS se realiza una reestructuración que hace desaparecer  numerosas unidades, entre ellos el Programa de Atención Integral de la Violencia Intrafamiliar (PAIVIF), aunque se asegura que se seguirá atendiendo a las personas afectadas. 

Las excepciones en este período las constituyen la apertura de tres nuevos Juzgados especializados en materias de violencia doméstica, así como la respuesta del Ministerio de Seguridad. Los Agentes Contra la Violencia, que empezaron a formarse a finales del período anterior, dan paso a la constitución de un programa que permite una respuesta  policial oportuna, con una estructura nacional, capacitación y protocolos de atención. Este programa, sin embargo, se debilita a mediados del 2005
. 

En general es un período de estancamiento en materia de derechos de las mujeres. A pesar de estar planteados varios proyectos
, solo se aprueban cuatro leyes (o reformas) todas ellas en materia de niñez, lo que es significativo, dada la fuerza que en los últimos años toma un enfoque que contrapone los derechos de las y los niños a los derechos de las mujeres
.
El estancamiento deja paso a la crisis en el año 2005 y parte del 2006. Como se explicará con detalle más adelante, la dependencia que tiene la participación de las instituciones del Sistema de la voluntad política de los y las jerarcas, afecta severamente el desempeño del PLANOVI y más aún, la labor del INAMU en la materia. Una campaña de desprestigio en medios de comunicación contra el trabajo que el INAMU ha estado realizando en materia de violencia intrafamiliar, confunde a la opinión pública y desmotiva a las instituciones y personas que han sido sus aliadas. Lo sorprendente es que dicha campaña fue conducida por la jerarca del Instituto.
Cuadro 1. Hechos relevantes en el desarrollo del PLANOVI. 1994-2006

	
	Nacimiento

1994-1998
	Consolidación y auge

1998-2002
	Estancamiento y crisis

2002-2006

	Detección
	Formulación y diseño.

No hay servicios especializados atendiendo el tema.
	Importante avance.

Línea 800-300-3000.

Se incorpora VIF al 911.

VIF como declaración obligatoria en salud.


	Se mantiene y fortalece el servicio del COAVIF.

Preocupan cambios propuestos recientemente en el sistema 911-COAVIF.

	Atención
	Salud diseña su Plan de atención.

Crean las primeras OFIMs y se constituyen las primeras Redes. Al primer Albergue que preexiste al PLANOVI, se le dota de una propuesta de atención integral. La Delegación de la Mujer, que preexiste al PLANOVI, carece de una propuesta de atención coherente con fines
	Importante avance.

Se implementan servicios de atención en la CCSS  

Se expanden las OFIMs y las Redes

Se elaboran protocolos

Los PROMECUM atienden VIF

Se amplía a 3 el número de Albergues 

Se crean los Agentes Contra la Violencia en la Policía.

Se crean nuevas OFIM no especializadas en la VIF, y su coordinación pasa a otra Area del INAMU

La Delegación de la Mujer se traslada al INAMU y se dota de una propuesta de atención integral 
	Se implementa un programa de atención de la VIF en la Policía (2002  - 2005).

Se mantienen 3 CEAAM.

Se mantiene Delegación.

Aumenta el número de redes. 
Se debilitan programas institucionales en el MEP, CCSS y Ministerio de Seguridad.


	Prevención
	Tres fases de campañas, spots en medios.

El Estado comienza a conmemorar el 25 de Noviembre.
	Tres nuevas fases de campañas en medios.

Se desarrollan experiencias en centros educativos (MEP y el MJ).
Manifestaciones en apoyo al proyecto de Penalización.
	Videos para trabajo en talleres. Se reducen las campañas (INAMU realiza 1 campaña y casa presidencial otra).

En el 2005 la Ministra ataca públicamente el trabajo realizado en relación a la VIF.

	Recursos de apoyo
	Ninguna institución del eje cuenta con programas para aportar recursos en caso de VIF.
	Poco avance. Dos intentos que no llegan a culminar con éxito: plan de vivienda para mujeres en los CEAAM, que IMAS acepte la violencia como factor de riesgo social.
	Sin avance.

	Interapren-dizaje
	Se elabora la propuesta de interaprendizaje.
	Importante avance.

Múltiples talleres a cargo del equipo técnico del Arca de violencia de género del INAMU.
	Se sigue multiplicando la propuesta de interaprendizaje y el INAMU delega la tarea a riesgo de pérdida de calidad.

Desde el área de violencia del INAMU se realizan esfuerzos de actualización de temas para capacitaciones.


En este contexto, el cambio de gobierno en mayo del 2006 encuentra un PLANOVI y un Sistema debilitados. Sin embargo, el 2007 es momento para cambios. En los primeros meses del año, aún en curso al entregar este Informe, La Asamblea Legislativa aprueba la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, luego de una ardua lucha que duró siete años. Por otra parte, se produce la reactivación de la Comisión de Alto Nivel para Prevenir la Muerte de Mujeres, que es convocada por la Presidenta Ejecutiva del INAMU y que aprueba un protocolo interinstitucional de actuación en situaciones de alto riesgo con el fin de evitar muertes de mujeres.
La entrega de este Informe de valoración del desempeño llega en un momento propicio para la reflexión y el rediseño de políticas, mecanismos e instrumentos para prevenir, detectar y atender la violencia Intrafamiliar.

PLANOVI: un diseño ambicioso con problemas de articulación

El PLANOVI ha contado en estos doce años con un único Plan Operativo, que originalmente se estableció para el período 1996-1998. Este documento continua siendo el referente central para el Sistema, por lo que este Informe evalúa el cumplimiento de las acciones sobre la base de los mandatos que en el se establecen. 

En términos generales el diseño del PLANOVI se planteó objetivos ambiciosos y como ya se dijo, constituyó una novedad en el diseño de políticas públicas. Este diseño se caracteriza por una proliferación de acciones, una gran dispersión de las responsabilidades y una importante acumulación de mandatos para algunas instituciones (ver análisis institucionales en la Parte II del Informe).

Como ya se mencionó, el Plan fue creado en un momento en el que Costa Rica no contaba con un mínimo de normativa específica ni de institucionalización adecuada para enfrentar el problema de la violencia intrafamiliar. No es de extrañar que las acciones planteadas en el Plan Operativo para las diferentes instituciones no siempre correspondan con las que posteriormente han asumido. Tal es el caso de la Policía, que en la Ley Contra la Violencia Doméstica recibe por primera vez el mandato explícito de atender este problema, mientras que el PLANOVI no le asigna ninguna responsabilidad de acudir en protección de las personas afectadas. 

Por otra parte, el análisis de la estructura de este Plan muestra otros elementos que merecen ser revisados a la luz de los doce años de experiencia acumulada. Se estructura en cinco ejes centrales, Detección, Atención, Acceso a recursos de apoyo, Prevención e Interaprendizaje e incluyen además dos especificidades, el trabajo con ofensores y con personas afectadas por la violencia que atentan contra la integridad de otras personas. 

En términos de actuación el Plan Operativo es ambicioso. En total involucra a 32 actores y plantea 59 acciones, la mayoría de las cuales tienen carácter permanente. Esta cantidad de acciones, todas al mismo nivel de importancia, impide establecer prioridades. Además, el hecho de que en cada una de ellas múltiples varias instituciones involucradas, termina recargando el trabajo de todas, a la vez que diluyendo las responsabilidades individuales. Este número elevado de acciones responde a la acumulación de mandatos que se asumen desde el PLANOVI. Se pretende atender a todas las  personas afectadas por la violencia intrafamiliar de todas las edades y condiciones, promover el cambio de los ofensores, influir positivamente en los medios de comunicación, trabajar por el cambio cultural, y además, formar en una nueva forma de ver y enfrentar el problema. En todo caso este diseño no corresponde a una visión estratégica, sino al intento de señalar lo que cada actor debiera hacer. Es decir, apunta a una meta deseable y en ese sentido se constituye en una carta de navegación que muestra las posibilidades, más que en una hoja de ruta que señala el camino.

El grueso de las acciones está dirigido al eje de Acceso a Recursos de Apoyo, 24 en total, y al de Prevención, que tiene 18, mientras que el de Detección de personas afectadas por la violencia cuenta con 3, el de Atención de esta misma población con 4 y en el eje de Interaprendizaje se apuntan 3 acciones. Llama la atención que al trabajo de detección y atención de ofensores se le destinan 5 acciones, una cifra superior a las 2 que se dirigen al trabajo con mujeres afectadas por la violencia que atentan contra la integridad de otras personas y más cercana a las 7 que se destinan en conjunto a la detección y atención de personas afectadas por la violencia. Esto parece ser contradictorio con la prioridad establecida para las poblaciones, en primer lugar las personas afectadas por la violencia, en segundo lugar las afectadas que en forma reactiva actúan con violencia y finalmente los ofensores. Es también de notar que el trabajo con mujeres y personas menores de edad afectadas por la violencia que a su vez maltratan a otras personas se concibe como particularidades del trabajo con ofensores y no del que se realiza con las personas afectadas, que es lo recomendable desde un enfoque de derechos.

En la práctica, la vida real se ha encargado de priorizar acciones. Gran parte del trabajo se ha destinado a la detección y atención de personas afectadas por la violencia intrafamiliar y es aquí donde se encuentran mayores avances: 911, atención en salud, respuesta policial, servicios especializados del INAMU y en algunas OFIMs. Pero también la práctica ha mostrado la dificultad de abarcar todas las poblaciones. Se ofrecen más servicios para mujeres adultas que para niñas, niños y adolescentes, y son casi inexistentes los que están en capacidad de atender personas adultas mayores o personas con discapacidad. 

La deuda no satisfecha con las personas menores de edad se ha tratado de abordar creando un plan específico para estas poblaciones, el PLANOVINA. Sin embargo, esta no parece ser una estrategia adecuada, ya que ha aumentado el número de acciones y de actores involucrados sin haber resuelto el problema
. 

La proliferación de acciones sin priorizar, la dispersión de responsabilidades y la acumulación de mandatos -cada uno de los cuales exigiría abordajes específicos-,  no le ha permitido al PLANOVI actuar con un sentido estratégico. No hay duda de que los esfuerzos y recursos que se han destinado a diseñarlo y ponerlo en práctica son considerables pero los resultados no parecen alcanzar el mismo nivel. La necesidad de revisar el diseño del PLANOVI, justificada al menos por los cambios en el marco jurídico, brinda la oportunidad de, a la luz de los años de experiencia y los resultados arrojados por esta investigación, tomar decisiones que permitan darle un sentido estratégico a  esta política.
Dificultades para el ejercicio de la rectoría y la coordinación del Sistema
El PLANOVI como Sistema que articula la acción estatal, se ha ido concretando y construyendo con la suma de voluntades y esfuerzos, en mucha medida personales, tanto de funcionarias y funcionarios, como de algunas y algunos jerarcas. La tónica general ha sido, sin embargo, de escaso compromiso de las autoridades, y por tanto de grandes dificultades para lograr institucionalizarlo. El hecho de que el Sistema se formalice por medio de un decreto y no de una Ley le resta posibilidades de comprometer a las instituciones, y aunque los Planes Nacionales de Desarrollo correspondientes a los 12 años de existencia del PLANOVI incluyen objetivos estratégicos relacionados con la violencia intrafamiliar,  estos suelen ser sobre aspectos particulares y no sobre el avance general de la política.

El decreto que crea el Sistema Nacional Para la Atención y la Prevención de la Violencia Intrafamiliar involucra a 14 instituciones estatales y abre la posibilidad para que se integren también organizaciones no gubernamentales. El Plan Operativo 1996-1998, como ya se mencionó, invita además a las Municipalidades, a las Universidades y al Poder Judicial a que participen voluntariamente. Se trata de un número alto de instancias a coordinar. 

La estructura de funcionamiento del Sistema en la práctica ha mostrado una vida diferente a la señalada en el Decreto (ver mapa del Sistema). La coordinación del Sistema debe ser realizada por el Consejo Social, instancia que no todos los Gobiernos instalan. Este Consejo debe constituir en su interior un Comité de Coordinación y Evaluación, conformado por el Centro Nacional para el Desarrollo de la Mujer y la Familia (en la actualidad INAMU), MIDEPLAN y otras instancias que el Consejo determine. Se trata de un órgano de carácter político donde se deposita la responsabilidad de aprobar y dirigir las políticas públicas en materia de violencia intrafamiliar. Este Comité nunca ha sido constituido. Por otro lado, el mismo instrumento normativo establece la creación de una Comisión de Seguimiento, conformada por representantes de todas las instituciones y organizaciones incorporadas en el Sistema. Esta es la única instancia de coordinación que en la práctica ha operado en estos doce años. 

Mapa conceptual: 
El Sistema Nacional para la Atención y la Prevención de la Violencia Intrafamiliar.

[image: image3]

El vacío de dirección política se ha dejado sentir y la tarea ha recaído exclusivamente sobre el INAMU, lo que refuerza la visión equivocada de que el PLANOVI es responsabilidad de esta institución y no del Estado en su conjunto. La capacidad de que desde el INAMU se movilice la maquinaria completa es muy limitada, y se merma más aún cuando la jerarca de la institución no tiene el rango de Ministra, ya que queda excluida de la participación en los Consejos de Gobierno en condición de igualdad formal, siendo este el espacio idóneo para aprobar políticas y asumir compromisos institucionales. En todo caso, en el funcionamiento del Estado costarricense hay dificultades serias para hacer operativas las rectorías sectoriales y la del INAMU no es una excepción. Por todas estas razones el ejercicio de la rectoría que en materia de violencia intrafamiliar le asigna la Ley Contra la Violencia Doméstica a esta institución es muy limitado. 

La dificultad de integrar efectivamente a las 14 instituciones gubernamentales se manifiesta por participación poco estable de la mayoría de éstas en la Comisión de Seguimiento. Además, en general, las personas que asumen las representaciones institucionales carecen de vínculos directos con las y los jerarcas, lo que limita su potestad para tomar decisiones. Todas las fuentes consultadas coinciden en señalar estas limitaciones, que se interpretan como expresión de la falta de voluntad política de las autoridades. 

Desde inicios del año 2003, se conforma una Comisión de Alto Nivel convocada por la Ministra de a Condición de la Mujer, a raíz de una serie de femicidios ocurridos en corto tiempo en circunstancias particularmente prevenibles
. La constituyeron algunos Ministerios estratégicos para el propósito buscado (Seguridad, Justicia, Salud), el Poder Judicial, la Defensoría de la Mujer, el INAMU y dos organizaciones de la sociedad civil (Paniamor y CEFEMINA). Esta Comisión fue desmovilizada durante la crisis del 2005, se reactivó recientemente a raíz de una serie de cinco femicidios ocurridos en marzo del 2007 en tan solo cinco días. En esta nueva etapa aprobó un protocolo de coordinación interinstitucional en situaciones de alto riesgo. En la práctica la Comisión de Alto Nivel se ha convertido puntualmente en una instancia política de la que el PLANOVI ha carecido, demostrando voluntad para transformar y agilidad para resolver. Sin embargo, su corta y accidentada existencia no le ha permitido constituirse en un órgano permanente del Sistema.

De acuerdo al decreto de creación del Sistema, su estructura se completa con  el Área de Violencia de Género del INAMU
 asumiendo la coordinación de la Comisión de Seguimiento. Esta Area ha jugado un papel central en el desarrollo del PLANOVI, asumiendo múltiples tareas en diversos planos. 

El INAMU además de ser ente rector en materia de violencia intrafamiliar ofrece servicios directos de atención por medio de los CEAAM, la Delegación de la Mujer y el servicios especializado de la 9-1-1.  Los dos primeros se iniciaron antes del PLANOVI, por iniciativa del Centro Nacional para el Desarrollo de la Mujer y la Familia y el Ministerio de Seguridad respectivamente, y la línea telefónica se instala posteriormente, también en el CMF. Cuando se crea el INAMU con carácter de ente rector se toma la decisión de mantener los dos servicios dependientes del Centro dado que las mujeres requieren de estos servicios, y en tanto no haya otras instituciones que asuman la responsabilidad. Por la misma razón se acoge posteriormente a la Delegación de la Mujer. Dentro del INAMU estos servicios se ubican en el Área de Violencia de Género, y a ellos se destina una parte importante de los recursos institucionales y de los esfuerzos de las funcionarias del Área. En relación a estas áreas el INAMU  no ha sido ajeno a los problemas generales que ha afectado el desempeño de  la institución en estos años, tales como los de seguimiento y de coordinación con otras instituciones del estado, tal y como se evidenció recientemente en el marco de consulta para el diseño de la Política Nacional de Igualdad y Equidad de Género. 

Por otra parte, el desarrollo del PLANOVI genera una creciente demanda de acciones de apoyo a procesos institucionales y locales. La capacitación de funcionarias y funcionarios, la promoción del trabajo en las 76 Redes locales, el acompañamiento a las OFIM (hasta 1998), son tareas que demandan un trabajo continuo de parte del Área de Violencia de Género. Además, este equipo técnico participa en la formulación de las directrices y los protocolos de las diferentes instituciones, que con el tiempo se van multiplicando
, así como en las diversas Comisiones a las que el INAMU es llamado y que se relacionan en alguna manera con la violencia de género. 

Se trata de una gran cantidad de responsabilidades y tareas asumidas por un equipo limitado en número
, todas ellas vinculadas a la ejecución de acciones, que dejan poco margen para ejercer funciones de rectoría. Esta situación se ha agravado en el último período. Frente al estancamiento del PLANOVI las funcionarias del Área han multiplicado sus esfuerzos para asumir la responsabilidad de contactar y dar seguimiento a cada institución, lo que una debilitada Comisión de Seguimiento no está en condiciones de hacer. Además, la demanda externa de respuestas de información y capacitación tiende a crecer, sumándose a ella, en el último periodo, la empresa privada, aumentando las tareas que se concentran en el Área por carencia de respuesta de otras instituciones. La sensación de las funcionarias es que están sosteniendo el PLANOVI:

“… tenemos que correr detrás de todo lo que no se hace, nos transformamos en una unidad ejecutora, inventamos capacitaciones, modelos, cubrimos talleres que no dan otras Instituciones, nos piden asesoría y la damos, pero terminamos parchando todos los huecos que quedan en la marcha del PLANOVI, con el costo del recargo de trabajo para todas nosotras” (Taller con el Área de Violencia de Género, 17 abril, 2007).
Este equipo técnico identifica tensiones entre ejercer un papel rector y brindar servicios, fundamentalmente porque son tareas que entran en competencia debido a lo limitado de los recursos. Sin embargo, se considera que el trabajo directo con las mujeres maltratadas le da una gran riqueza a la experiencia del Área, ya que es lo que les permite conocer lo que ellas necesitan y sustentar las propuestas de política pública que se promueven. El reto que identifican es lograr un equilibrio entre los esfuerzos depositados en el ejercicio de la rectoría y en la prestación de servicios, ya que el carácter de emergencia que tienen estos últimos termina dominando. 

A pesar de estas preocupaciones manifiestas, no parece dársele suficiente importancia al ejercicio de la rectoría, no sólo porque en la práctica se permite que se impongan las acciones encaminadas a brindar servicios. Tampoco se toman decisiones para organizar el trabajo del equipo del Área de Violencia de Género de manera tal que permita que algunas de las funcionarias se dediquen a las acciones de rectoría, sino que como ellas mismas señalan, “todas hacen de todo”. Por otra parte, el hecho de que no se sistematicen las diversas experiencias que el Área desarrolla, en particular en relación a los servicios que presta, que no se registren las acciones y los resultados, no se disponga de información confiable y se utilice políticamente, apunta en el mismo sentido. La dificultad para ejercer la rectoría no se relaciona tanto con la escasez de recursos como con la falta de decisiones que permitan colocarla como prioridad en la definición de tareas.

Las dificultades para asumir ambas funciones se agravan por la falta de apoyo institucional. El INAMU deposita en el Área de Violencia de Género las responsabilidades vinculadas al PLANOVI, y por la actual estructura organizativa de la institución el resto de áreas se desvinculan de este trabajo. Por su parte, el apoyo administrativo tiene limitaciones para responder con los niveles de urgencia que demandan gran parte de las acciones del Área de Violencia de Género. Dentro del Área, una responsabilidad como la disponibilidad en casos de emergencia, que es de carácter voluntario, es asumida únicamente por el equipo que debiera encargarse de las acciones de rectoría.
Sumado a esta situación permanente, el hecho de que el Área de Violencia de Género absorba gran parte del presupuesto institucional (18% en el 2006) crea tensiones internas, y en el pasado ha habido fuertes presiones para eliminar los servicios. No han estado ausentes los celos institucionales, ya que el trabajo en violencia durante mucho tiempo ha sido lo más visible del desempeño del INAMU, lo que lo ha caracterizado y dado una imagen pública
.
El apoyo e involucramiento activo de la Presidenta Ejecutiva, cuando ha existido, ha sido determinante para el desempeño del Área de Violencia de Género. No solo por contar con este imprescindible respaldo a lo interno de la institución. También, y sobre todo, para poder ejercer las funciones de rectoría que al INAMU le competen en relación al PLANOVI. 

Esta participación es particularmente necesaria en el momento actual, en el que desde el Área se trata de reanimar la Comisión de Seguimiento y se requiere obtener compromisos del resto de las instituciones al más alto nivel. La falta de este respaldo político hace que en la práctica el Área no tenga autoridad para ejercer funciones de rectoría y no tenga sentido destinarle esfuerzos:

“Yo prefiero darle prioridad a la respuesta inmediata que a  veces al tema del rectoría, cuánto impacto tiene reunirnos con compañeras que no tienen poder de cambiar nada. Un taller con 25 personas no va a cambiar sustancialmente el problema pero me agota en el campo político reunirme con una serie de personas que están como yo sin poder trascender la reunión.” (Taller con el Área de Violencia de Género, 17 abril, 2007).

Es preciso señalar que las acciones que las funcionarias del Área de Violencia de Género del INAMU realizan y que consideran corresponden al ejercicio de rectoría en materia de violencia intrafamiliar son en su mayoría, de coordinación y de seguimiento de las instituciones (monitoreo, apoyo) sobre todo a nivel local.

La concepción de rectoría que el equipo manifiesta es más vinculada a la coordinación operativa que a la dirección estratégica de la política.  No se mencionan actividades dirigidas a la priorización de las acciones, a la definición de estrategias y, la planificación de las correspondientes acciones. Tampoco mencionan las funciones de investigación y la evaluación.

“… el trabajo de la comisión de Seguimiento, la demanda de las Instituciones en lo que pasa en ellas, tratar de fijar algunos parámetros, por ejemplo, hace un par de semanas logramos que se reactivara la Comisión de Alto Nivel que decide un protocolo, la participación en ciertas comisiones como CONACOES, CONACAM, la Comisión del Poder Judicial, en la de Trata, la comisión que elaboro el plan para niñas, niños y adolescentes… definir los lineamientos a las instancias desde las redes locales, es el seguimiento de la política a nivel local… porque la estrategia de las Redes fue llevar la Política a nivel local y desde las Redes se  retroalimenta la Política”. (Taller con el Área de Violencia de Género, 17 abril, 2007).
El Área de Violencia de Género ha sido sin duda el componente más constante, comprometido, coherente y sólido del PLANOVI a lo largo estos doce años. Esta cualidad es también la que posibilita la mayor amenaza que en la actualidad enfrenta. Seguir paliando lo que el resto de instituciones dejan de hacer y asumiendo la demanda de servicios que desde otros espacios no se garantiza, no solo opera en detrimento de su capacidad y responsabilidad de ejercer funciones de rectoría. Además, se trata de una dinámica insostenible, que amenaza con agotar el actual equipo técnico a riesgo de perder la capacidad instalada y la experiencia acumulada en relación al PLANOVI. Por otra parte, esta situación ha restringido la actuación del Área de Violencia de Género en otros campos diferentes a la violencia intrafamiliar, como es la violencia sexual contra las mujeres y la trata de mujeres y niñas.

La nueva Política Nacional de Igualdad y Equidad de Género para los próximos 10 años, en la que el tema de la violencia contra las mujeres se retoma en el  Objetivo número 4, ofrece un marco de referencia para considerar esta evaluación del PLANOVI y reorientar las acciones a seguir en los próximos años.
Avances dispares en el nivel de institucionalización del PLANOVI 
El grado de institucionalización del PLANOVI en cada una de las entidades involucradas es dispar. Al no tener carácter vinculante para todas las instituciones estatales, sino tan solo para las que dependen del gobierno central, el resto se incorporan en forma voluntaria. Tal es el caso de las Municipalidades, las Universidades y el Poder Judicial. Por las mismas razones, las organizaciones de la sociedad civil que participan lo hacen sobre esa misma base. Además, las que se integran a la Comisión de Seguimiento plantean que su participación responde a un carácter diferente al de los organismos estatales. Para estas organizaciones, su papel no se centra en la coordinación de acciones, aunque esto eventualmente también lo hagan, sino en ejercer contraloría ciudadana, por lo que su participación se encamina a incidir sobre las políticas, vigilar el cumplimiento de compromisos asumidos nacional e internacionalmente, exigir calidad de las respuestas y demandar rendición de cuentas.

El cuadro que resume los principales aspectos relacionados con la institucionalización del PLANOVI en cada entidad involucrada muestra grandes desbalances así como fragilidades. Instituciones como la CCSS o el Ministerio de Seguridad cuentan con una capacidad instalada  que sigue operando en la actuación cotidiana de estas instituciones. Sin embargo, la desaparición o debilitamiento del programa que centralizaba las acciones en materia de violencia intrafamiliar pone en riesgo la capacidad de brindar respuestas de calidad. Esta es una situación preocupante dada la centralidad que tienen ambas instituciones en el PLANOVI y el carácter estratégico de las funciones que desempeñan.

Por otra parte, la falta de trasversalización de los programas al interior de las instituciones es casi generalizada, incluyendo a los que dependen del INAMU. Esto representa un elemento de vulnerabilidad, ya que el escaso anclaje que han alcanzado hace más fácil su debilitamiento o desaparición. En este mismo sentido, las deficiencias en el registro, así como la falta de procesamiento y análisis de la información que cada programa genera, priva de un instrumento importante para mejorar los programas, pero también para justificarlos. Lo mismo ocurre con la ausencia de informes y evaluaciones.

A pesar de estas debilidades de institucionalización señaladas y de las fragilidades que representan para la continuidad del PLANOVI, se puede observar también que los servicios de atención a las personas afectadas se han mantenido, sostenidos por un grupo pequeño de instituciones. Esta voluntad de dar respuestas antes que nada a quienes viven situaciones de violencia es una de las mayores fortalezas del PLANOVI y un punto de partida central para enfrentar la siguiente etapa de esta política. 

El resumen que se presenta a continuación incluye aquellas instituciones y programas que fueron objeto de estudios específicos en esta investigación (cuadro 2).

Cuadro 2. Acciones específicas desarrolladas en el marco del PLANOVI 
en instituciones seleccionadas.
	
	Existencia de programa
	Políticas normas y protocolos
	Continuidad de servicios
	Registros e informes
	Realización de evaluaciones
	Asignación de recursos

	Sector Salud
	En la CCSS desde 2001 hasta 2007 que se elimina por reestructuración
	Normas Protocolos de atención y de registro.
	CCSS mantienen los servicios en la actualidad aunque carece de programa que coordine.
	Registro obligatorio de VIF.
	De VIF en compromisos de gestión desde 2000.           No se recoge valoraciones de usuarias (os)
	Incluidos en prestación de servicios de CCSS     y para coordinación de programa hasta 2007

	Ministerio de Seguridad
	Agentes Contra la VIF desde 2000. Programa desde 2002 hasta 2005          Vinculación al 911.

Tema del curso básico de policía, con importancia decreciente.
	Protocolos de VIF, pensiones y explotación sexual
	Policía continúa interviniendo en la actualidad aunque carece de programa que coordine
	Registro de intervenciones policiales.

Estadísticas de intervenciones


	No hay evaluaciones.

No se recoge valoración de usuarias (os)
	Incluidos en los de operación de Policía         y para coordinación de programa hasta 2005

	M. Educación Pública
	Plan Nacional para la Prevención y Atención de la Violencia en y desde el Sistema Educativo Costarricense.

Comisión de Seguimiento del PLANOVI.


	Protocolos, guías de atención y materiales para trabajo en el aula
	Temas desarrollados en escuelas PROMECUM, escuelas líderes
	No
	No
	Incluidos en el presupuesto global del Ministerio, Dirección Curricular  


	
	Existencia de programa
	Políticas normas y protocolos
	Continuidad de servicios
	Registros e informes
	Realización de evaluaciones
	Asignación de recursos

	PANI
	Erradicación de la Explotación Sexual Comercial de niñas, niños y adolescentes.
	Participó en la iniciativa reciente “Hacia un modelo de intervención integral con mujeres agredidas que agraden a sus hijas e hijos”
	Desde que se iniciaron, nunca adaptó el enfoque de la atención
	Generales sobre las atenciones brindadas y la violación de derechos.


	Generales sobre la violación de derechos y a la atención de personas menores de edad.

No se recoge valoración de usuarias (os)
	No

	CEAAM
	Actualmente 3 en operación
	Protocolo de los CEAAM
	Desde que se iniciaron
	Expedientes     Estadísticas de ocupación
	No hay evaluaciones.

No se recoge valoración de usuarias (os)
	Dos edificios  Funcionarias y gastos básicos de operación en presupuesto del INAMU

	Delegación de la Mujer
	Desde antes del PLANOVI
	Protocolo de atención pendiente de aprobar
	Desde que se iniciaron
	Expedientes     Estadísticas de atenciones
	No hay evaluaciones

No se recoge valoración de usuarias (os)
	Espacio, funcionarias y gastos básicos de operación en presupuesto del INAMU 

	COAVIF
	Desde 1997

En el 2001 se integra al 911
	Protocolo 911
	Desde 1997 ha mantenido operación ampliando horario
	Registro de incidentes y estadísticas en 911 


	No hay evaluaciones

No se recoge valoración de usuarias (os)
	Espacio del INAMU.      Personal y equipo técnico ICE

	Municialida-des
	OFIM inician en 1996        En la actualidad hay 11 OFIM especializadas en VIF del total de 49 activas
	Manual de Normas y procedimientos

	En las 11 OFIM especializadas en VIF


	Registros deficientes. Informes ocasionales. no uniformados.

No se procesa información.
	No hay evaluaciones.

No se recoge valoración de usuarias (os).
	Asignación desigual de recurso humano y material.


Fuente: Estudios específicos, Parte II. 
Principales hallazgos de la evaluación
La formulación del PLANOVI hace 12 años marca el inicio de la incorporación de la violencia intrafamiliar como asunto de Estado y logra su expresión en instrumentos de política pública. En este sentido, destaca por su continuidad a lo largo de tres administraciones de gobierno, inclusive sus principales acciones se mantienen en el año 2006, momento de crisis en el INAMU, probablemente influenciada por altos niveles de autonomía de las acciones y de las instituciones vinculadas. Esto constituye uno de los pocos ejemplos de la década de los noventa, de una política pública que logra operacionalizarse en un plan nacional.
Por tener una orientación contracultural, en el tanto la violencia familiar y en términos más amplios, la violencia contra la mujer, era considerada un asunto  privado, la cantidad y calidad de los productos, leyes, protocolos, prácticas, publicaciones durante estos años (anexos 2, 3 y 4),  dice de la magnitud del esfuerzo emprendido y de los resultados concretos para la sociedad.
El PLANOVI logra instalar, en solo una década y con una buena cobertura territorial, servicios de detección y atención para víctimas de violencia intrafamiliar, especialmente para mujeres adultas, y desarrolla también acciones de prevención y promoción, principalmente a nivel local. Para amasar este logro, aprovecha las capacidades instaladas de una fuerte red de servicios públicos que el Estado costarricense ha construido a lo largo de muchas décadas (salud, seguridad, educación). No todas las instituciones caminaron al mismo ritmo, como era de esperar, pero el éxito del Plan radica en haber logrado involucrar a los tres poderes de la Republica e instituciones que gozan de autonomía, a pesar de que dependió más bien de la buena voluntad, al montarse sobre una norma que no tiene carácter de Ley y que solo es solo vinculante para el Gobierno Central.
Otro logro que se pudo documentar en esta investigación es la capacidad del PLANOVI para desarrollar un mecanismo para la coordinación del trabajo a nivel local, expresado en la organización y desarrollo de redes locales interinstitucionales de prevención y atención de la violencia intrafamiliar. El liderazgo del lNAMU detrás del PLANOVI amplía el conocimiento y reconocimiento que tiene la población de la institución. 

Por otro lado el Plan ha mostrado capacidad de generar alianzas estratégicas, aunque no siempre estables, entre los tres poderes de la República y la sociedad civil. Este espacio ha propiciado una suerte de convergencia en el cuestionamiento sobre la violencia como un acto socialmente inaceptable y logra construir un marco conceptual básico compartido por los actores y actoras participantes en el plan.

En términos de la inversión pública destinada a desarrollar el PLANOVI, en estos 12 años se logra redireccionar una masa importante de recursos hacia la apertura de servicios especializados. La falta de individualización de las partidas en los presupuestos institucionales y la práctica de asignar responsabilidades mediante el recargo de funciones, invisibiliza los montos y obstaculiza el análisis de la eficiencia en su uso.
También se señaló en un apartado anterior que en la formulación original el Plan Operativo incluyó un gran número de objetivos y tareas, así como de  instituciones. Esta fórmula dificulta apuntar a aspectos estratégicos. Una combinación de atomización de actividades y conjunción de múltiples mandatos favorecen la dilución de responsabilidades, dificultan el ejercicio de la rectoría y debilitan la coherencia ideológica. Tampoco favorece el desempeño el que no existan mecanismos permanentes de monitoreo y evaluación y la insuficiente sistematización de acciones y resultados.
A continuación se presenta una síntesis de los resultados de la evaluación desde dos perspectivas. En primer lugar se recorren logros y retos que enfrentan el Plan y el Sistema en cada uno de los ejes de la política. En segundo término, se ofrece una valoración general del desempeño desde la perspectiva que ofrece el análisis de las preguntas centrales de investigación. 
Valoración del desempeño por ejes de la política

En cada investigación específica incluida en la Parte II de este Informe, cuyo objetivo es valorar el desempeño de una institución o programa específico, se recogen hallazgos y recomendaciones más puntuales. Un resumen de éstas últimas se puede consultar en el anexo 7. 

La selección de logros y retos que se presenta a continuación, sintetiza la información por ejes de la política, donde son múltiples las instituciones involucradas.
Prevención
	Logros
	Retos

	· La campaña “Por una vida sin violencia” ha colocado el problema de la violencia intrafamiliar en el campo de lo público y de las responsabilidades estatales. Dicha campaña ha brindado información sobre los derechos de las personas afectadas y los recursos disponibles. Por otra parte, también ha aumentado la demanda de información y de apoyo por parte de las personas afectadas.
· La organización de redes locales ha permitido reunir recursos y esfuerzos interinstitucionales en actividades de prevención de la violencia y promoción de formas no violentas de convivencia. 


	· Dar continuidad a la campaña “Por una vida sin violencia”.

· Planificar las acciones de prevención con sentido estratégico y desde enfoque de derechos.

· Desarrollar mecanismos de medición de impacto de las acciones de prevención.

· Fortalecimiento de la participación de las organizaciones no gubernamentales y de la sociedad civil en las redes locales de prevención y atención de la violencia intrafamiliar, de manera que se logre mediante la auditoría ciudadana, el monitoreo y evaluación de los programas a nivel local. 
· Hacer efectiva la incorporación de la prevención de la violencia en sus múltiples manifestaciones y poblaciones afectadas en la educación primaria y secundaria.

· Orientar el trabajo con ofensores a aquellas acciones y poblaciones con mayor probabilidad de éxito (prevención y atención de niñas, niños y adolescentes).


Detección
	Logros
	Retos

	· La violencia intrafamiliar se empieza a reconocer como un problema de gran dimensión y que amerita ser atendido de manera urgente, por lo que se incorpora a la atención brindada por los servicios de emergencias.

· La incorporación de la línea telefónica “Rompamos el silencio” al sistema 911 amplía la cobertura y el acceso a los servicios de atención en todo el país.

· El aumento de la respuesta policial en situaciones de violencia intrafamiliar.
· Inicia el esfuerzo de detectar casos desde otras instancias, por ejemplo la CCSS, el MEP y las redes.

	· Promover la institucionalización del Programa de Atención de la Violencia Intrafamiliar del Ministerio de Seguridad. 
· Mantener y mejorar el servicio a las usuarias, de seguimiento de la calidad de la atención policial ante agresiones en proceso, que realiza el COAVIF.
· Mejorar la coordinación del COAVIF con el Área de Violencia de Género.

· Revisar el uso del protocolo de atención de la policía y mejorar la calidad de la capacitación para que se mantenga el enfoque de derechos.
· Fortalecer los mecanismos de detección en cada una de las instancias que participan en el PLANOVI, desde un enfoque de derechos. Son especialmente importantes en la CCSS, el MEP y el MSP, por la amplia cobertura de sus servicios.

· Desarrollar mecanismos eficaces de referencia y contrarreferencia e incorporarles elementos de control de calidad y seguimiento, con el fin de garantizar el derecho de las personas afectadas a recibir atención oportuna en las diversas instancias que integran el PLANOVI.


Atención
	Logros
	Retos

	· La creación de programas y servicios para atención integral de las personas afectadas.

· La formulación de normas y protocolos de atención en mayoría de las instancias encargadas de la atención.
· La ampliación en algunas instituciones y lugares de la oferta de servicios de atención especializada según las necesidades de las personas afectadas.

· La instalación de un sentimiento de confianza de la población en el Poder Judicial al fortalecerse la atención de las situaciones de violencia intrafamiliar en los despachos judiciales. Importante efecto de las medidas de protección.
	· Diseñar y aplicar una estrategia para erradicar la revictimización en los servicios de atención, que destaque el enfoque de derechos como el punto de partida y el motor de los servicios de atención.

· Diseñar y aplicar mecanismos permanentes para evaluar la eficacia y calidad de los servicios, desde un enfoque de derechos. Esto permitiría realizar controles horizontales y verticales de calidad.

· Consolidar, ampliar, especializar y descentralizar los servicios de atención para personas afectadas en las diversas instancias encargadas de la atención (especialmente la CCSS).

· Revisar los modelos de atención en cada institución participante en el PLANOVI, con el fin de garantizar la efectiva incorporación de los enfoques de derechos, de género y generacional en cada modelo. 

· Realizar estudios de la ruta que siguen las personas afectadas por violencia en cada institución, con el fin de definir mejor el esquema de servicios que se brinda efectivamente en cada instancia.

· Crear, poner en práctica (donde existan) o evaluar las normas y procedimientos para la atención de personas afectadas por violencia en cada institución, con el fin de garantizar la efectiva incorporación de los enfoques de derechos, de género y generacional en la atención de las personas afectadas.

· Fortalecer los mecanismos de coordinación interinstitucional para la atención de las personas afectadas por violencia.

· Desarrollar mecanismos explícitos y operacionalizados de rendición de cuentas desde las instituciones que atienden la problemática de la violencia.


Interaprendizaje 
	Logros
	Retos

	· La formulación y el desarrollo de un modelo pedagógico que promueve la revisión cultural y el involucramiento personal.
· La multiplicación de esta capacitación a funcionarias y funcionarios de las instituciones participantes en el PLANOVI, aunque se detectan variaciones en las diversas instituciones.
· La elaboración de propuestas formativas en diversos campos de mayor especialización (mujeres maltratadas que agreden a sus hijos o hijas, niños y niñas testigos de violencia, promotoras de los derechos de las mujeres, entre otras).
	· Desarrollar una estrategia de multiplicación del módulo básico del interaprendizaje que le permita la INAMU delegar en equipos de multiplicadoras los procesos de capacitación, garantizando el enfoque, la metodología y la calidad de los procesos formativos.

· Ofrecer seguimiento y actualización de conocimientos y herramientas de manera sistemática a las personas que han participado en los procesos de interaprendizaje.

· Diseñar metodologías e instancias para desarrollar procesos de capacitación para el trabajo con ofensores.




Acceso a recursos de apoyo

El eje de acceso a recursos de apoyo es el de menor desarrollo en la ejecución de las acciones incluidas en el PLANOVI. Con la excepción de que el IMAS haya reconocido la existencia de violencia intafamiliar como un criterio de riesgo social a la hora de acceder a los subsidios que brinda a la población pobre, no fue posible identificar otros avances. Aún en este caso el nivel de cobertura del servicio es muy limitado.
En este sentido, conseguir apoyo político para que se incorporen en forma efectiva y permanente al PLANOVI las instancias encargadas de ofrecer los recursos de apoyo a las personas afectadas es el reto más importante (INA, IMAS, BANHVI).

Balance general sobre las preguntas de investigación
El PLANOVI nace como una propuesta pionera en el país y en la región centroamericana. Durante sus doce años de existencia ha sido capaz de convocar a instituciones estatales y de la sociedad civil, de aprovechar capacidades instaladas, de generar nuevas, y de conjugar intenciones para enfrentar la violencia intrafamiliar. 

Fue una propuesta ambiciosa que cayó en la tentación de abarcar todas las poblaciones y dimensiones relacionadas con la violencia intrafamiliar, arriesgando claridad conceptual y capacidad de trabajar desde enfoques de derechos. Si bien la idea de contar con un Sistema es en si misma estratégica, su Plan de Trabajo careció de esa visión al no priorizar acciones y actores, lo que a la postre ha debilitado su capacidad de trasversar la política en el conjunto de la actuación estatal.

Después de un período de nacimiento y consolidación, tal y como ya se mencionó, el PLANOVI se encuentra en una etapa de gran fragilidad que deriva de sus limitaciones y que arriesga su capacidad de enfrentar los retos que se plantean en la actualidad.

Los objetivos de la consultoría incluyeron una serie de preguntas generales de investigación, dirigidas a examinar la capacidad del PLANOVI como una política, un Sistema y una experiencia, para lograr un impacto positivo en relación al problema de violencia intrafamiliar que aborda. En cada trabajo específico que se documenta en la Parte II del Informe, fueron abordadas estas preguntas. También se utilizaron como guía para el nivel más generadle conversación con los informantes clave.

La investigación se interrogó sobre sí el Sistema Nacional de Atención y Prevención de la violencia Intrafamiliar:

· ¿Ha sido pertinente para atender y prevenir la violencia intrafamiliar en el país?

· ¿Se ha ejecutado de manera eficiente, medida en función de sus costos administrativos y la cobertura de sus servicios?

· ¿Ha sido efectivo para atender y prevenir la violencia intrafamiliar?

· ¿Ha sido coherente respecto a objetivos, poblaciones meta, resultados previstos, trabajo con otros actores involucrados?

· ¿Ha sido coherente con las prioridades del Estado y del gobierno?

· ¿Qué grado de transversalización en el Estado y en el gobierno ha logrado?

· ¿Qué grado de continuidad ha tenido?

· ¿Tiene sostenibilidad en el tiempo?

La falta de sistematización de información, las discontinuidades en la participación de las instituciones y sus representantes en el Sistema y, el activismo que ha caracterizado el accionar institucional en los últimos 10 años, no permite hacer una evaluación del impacto. Sin embargo, el proceso de investigación sí permite ofrecer un conjunto de valoraciones sobre el desempeño del Sistema. 
El PLANOVI ha sido pertinente para atender y prevenir la violencia intrafamiliar en el país. Las acciones definidas, así como las instituciones involucradas son apropiadas para este fin, si bien, el marco jurídico e institucional en el que fue formulado era más limitado que el actual. La aprobación de un gran número de leyes que protegen a las poblaciones más frecuentemente afectadas por la violencia intrafamiliar, y la existencia de nuevos mandatos institucionales, en particular en aspectos relacionados con la seguridad y el acceso a la justicia, hacen necesaria una revisión del PLANOVI para mejorar su idoneidad.

No es posible conocer, con precisión e indicadores ex ante la efectividad del PLANOVI para atender y prevenir la violencia intrafamiliar, ya que el Sistema ha carecido de instrumentos, indicadores y mecanismos de registro y evaluación capaces de dar cuenta de esta dimensión. Desde el lado de la oferta los esfuerzos son desiguales, dependiendo tanto del eje de intervención como del período que se considere. Los servicios de atención ofrecidos por el INAMU y la CCSS han sido los más constantes y en lo que respecta a la salud y el apoyo emocional han logrado una cobertura nacional, no así aquellos que tienen que ver con asesoría y representación legal. Estos son más accesibles en el GAM por la presencia de la Delegación de la Mujer en San José
. Los servicios han alcanzado a gran parte de las poblaciones meta definidas en el PLANOVI, aunque muestra carencias en relación a la atención de niñas, niños y adolescentes, personas con discapacidad, adultas mayores, y en general a situaciones de violencia sexual. Por otra parte, las intervenciones policiales han demostrado poder constituirse en uno de los pilares del Sistema aunque no se ha llegado a garantizar su continuidad.

Una demanda creciente de servicios a lo largo de una década, especialmente de las mujeres maltratadas en el contexto de relaciones de pareja, muestra la confianza que se deposita en las instituciones que los prestan, lo que puede tomarse como un indicador de la eficacia de este aspecto del PLANOVI. El hecho de que las tasas de femicidio en el país se mantienen casi constantes, contrastando con la tendencia de escalada que en los últimos años se da en la región centroamericana, habla también, en alguna manera, de la eficacia del Sistema. 

Hay que señalar que en ambos casos, el Poder Judicial ha jugado un papel preponderante. Si bien no está incluido en el decreto Ejecutivo por ser otro Poder de la República, ha accedido a formar parte de la Comisión de Seguimiento y por consiguiente forma parte del Sistema. Los avances producidos en ella han estado alimentados directamente por esta política a través de alianzas concretas con Magistrados y Magistradas, así como con la Escuela Judicial, en el marco de las cuales se han establecido objetivos y metas explícitas.

En contraste, el eje de acceso a recursos de apoyo aún no logra institucionalizar respuestas adecuadas, o las acciones emprendidas no tienen correspondencia con la magnitud de las necesidades identificadas. Los apoyos económicos brindados por el IMAS para situaciones de urgencia siguen siendo respuestas excepcionales y la adjudicación de vivienda, al menos a  las mujeres que egresan de los CEAAM, nunca se ha concretado. Por otra parte, los programas de fortalecimiento personal del INA no pueden sustituir la necesidad de las mujeres de recibir capacitación técnica de calidad, ni anular el compromiso de una institución que tiene la idoneidad y el mandato de brindarla
. 

En el eje de prevención la eficacia de las acciones tiene dificultades particulares para conocerse, dado que apuntan a un cambio cultural que no se produce en el plazo inmediato, y que en ese cambio los factores que intervienen son diversos y los procesos complejos. En todo caso, la campaña “Por una vida sin violencia” ha logrado uno de sus objetivos, informar y sensibilizar a la población, sobre todo a las mujeres, de la existencia de derechos e instrumentos para exigir su cumplimiento, lo que se manifiesta en el elevado número de llamadas a los servicios telefónicos publicitados a través de esta campaña.
En el eje de interaprendizaje se carece igualmente de registros y mecanismos de evaluación que permitan conocer la eficacia de las acciones. Las experiencias son valoradas positivamente por quienes han participado en ellas
, y se reconoce la capacidad que han tenido de instrumentarlas en el desempeño de sus trabajos. Con el tiempo, la propuesta que se aplica en la práctica, al dejar de ser brindada exclusivamente por el INAMU, ha ido perdiendo su orientación original, y por tanto es de esperar que su eficacia se haya visto igualmente afectada.

El trabajo con ofensores no cuenta aún con una propuesta de eficacia probada, siendo esta una dificultad que trasciende el ámbito nacional. A diferencia del trabajo con mujeres, niñas y niños maltratados, cuya experiencia acumulada en muchos años de trabajo ha permitido diseñar y poner en práctica propuestas de trabajo que han demostrado su capacidad de producir cambios personales, el trabajo con agresores, de reciente data y escasa cobertura, contiene aún muchas interrogantes. Existen algunas experiencias previas puntuales y en la actualidad el Instituto WEM desarrolla un proyecto piloto de trabajo sobre masculinidad con hombres del que se espera arroje luces sobre la viabilidad y eficacia de este tipo de esfuerzos.
Finalmente, el trabajo con mujeres maltratadas que a su vez maltratan a sus hijas e hijos es una experiencia reciente y novedosa que aún no ha sido sistematizada.

No es posible conocer si el PLANOVI se ha desempeñado de manera eficiente, medida en función de sus costos administrativos y la cobertura de sus servicios. Si se quiere conocer al menos la relación entre costos y resultados se suman aquí dos vacíos de información: los registros sistemáticos y confiables de acciones desempeñadas y, las asignaciones presupuestarias en cada institución correspondientes a esas acciones. Más allá de esta primera aproximación, para conocer la eficiencia de las acciones emprendidas por el PLANOVI se requeriría tener otras propuestas o experiencias con las que comparar, ya sea de iniciativas que se dirijan a los mismos objetivos (por ejemplo servicios similares en otros países), o de algunas que teniendo objetivos diferentes, se asemejan en las acciones necesarias para su implementación (por ejemplo, otros servicios de protección a víctimas de violencia en Costa Rica). 
Se tiende a considerar que el Estado no ha destinado recursos a PLANOVI, cuando lo que ocurre en la práctica es que le asigna escasos recursos nuevos. En efecto, mucho del trabajo de las funcionarias que asumen las responsabilidades institucionales en el PLANOVI se hace por recargo, y para trabajar no cuentan con partidas específicas que cubran los costos de las acciones que desarrollan. Sin embargo, incluso en esos casos hay importantes recursos humanos y materiales involucrados, aunque se invisibilizan en los presupuestos institucionales. Este es el caso en particular del trabajo desarrollado en las Redes locales y que representa parte importante de la ejecución del PLANOVI
. A nivel institucional el recargo de funciones implica que las exigencias aumentan y que el trabajo de cada persona debe distribuirse entre un número mayor de tareas.  
Cuando se trata de servicios de atención como los prestados por la CCSS y la Fuerza Pública, que tienen una cobertura nacional, la inversión en atención a las personas afectadas por la violencia intrafamiliar puede representar un porcentaje nada despreciable del costo total de los servicios, y aún así permanece invisibilizado. Por ejemplo en el caso de la Policía se conoce que aproximadamente el 20% de las acciones policiales tienen su origen en situaciones de violencia intrafamiliar
, lo que hace presumir que el costo de brindar este servicio representa una proporción importante del presupuesto ministerial. Lo que más sorprende es el desinterés de  estas instituciones y sus jerarcas  por medir la eficiencia en la asignación de los recursos.

Una situación diferente se da en relación a los CEAAM. En este caso sí se conoce el presupuesto asignado y podrían calcularse los costos unitarios del servicio brindado. Sin embargo, no es posible conocer su eficiencia si no se cuenta con otros parámetros contra los cuales establecer comparaciones. En este caso, como señalan funcionarias de que laboran en la prestación del servicio, “salvar una vida no tiene precio” y el ofrecer lugares seguros para mujeres en riesgo de muerte es una responsabilidad que el Estado no puede eludir. En efecto, la eficiencia de los CEAAM no debe medirse exclusivamente en función de sus costos, por elevados que sean, sino en comparación con otras alternativas capaces de garantizar la misma seguridad y los mismos servicios a las personas residentes
.

La coherencia del PLANOVI con respecto a objetivos y resultados esperados está vinculada con los enfoques de trabajo, en particular con su capacidad para ser instrumento de empoderamiento para las personas afectadas por la violencia. En este aspecto el PLANOVI es desigual, y se encuentran en su seno operando instituciones y servicios que tienen una particular preocupación en este sentido, así como algunas que han tenido prácticas identificadas como revictimizantes. Los espacios que han sido creados para la atención específica de la violencia intrafamiliar tienen mayor claridad de objetivos y un personal más preocupado por trabajar en coherencia con ellos que aquellos que se han visto comprometidos a hacerlo cuando no eran estas sus funciones originales. Hay que destacar que en general en las Redes Locales, en las OFIM especializadas en violencia intrafamiliar y en los servicios administrados directamente por el INAMU, se encontró una actitud de interés dotarse de instrumentos y recursos adecuados para ser coherentes con los fines perseguidos.  

Del otro lado, la mayor dificultad para lograr coherencia con el enfoque de derechos, que cobija tanto a las madres como a sus hijas e hijos, se percibe en el PANI. En esta institución es un reto particular el desarrollo de estrategias de intervención frente a la violencia intrafamiliar que trasciendan la separación de las niñas y los niños del hogar, -lo que por si mismo no garantiza la restitución de los derechos violentados-, y que eviten tanto su revictimización como la de las madres.  
Como ya se mencionó, los riesgos de revictimización están presentes en todas las instituciones, debido a la inevitable diferencia de poder entre funcionarias y funcionarios y las personas afectadas por la violencia. En la medida en que no se haga consciente y explícita esta relación jerárquica no se desarrollarán mecanismos para evitar que ese desbalance de poder sea usado para fines contrarios a los buscados. Un mecanismo privilegiado en este sentido es ofrecer a las personas que acuden a las instituciones vías para expresar su opinión y valorar la atención recibida. Llama la atención que el PLANOVI no ha dispuesto de este tipo de recursos ni los ha puesto en práctica, lo que es, por si mismo, una grave deficiencia en el campo de la coherencia y dificulta el mejoramiento de los servicios.

El grado de transversalización del PLANOVI es deficiente, si se piensa en relación a las 14 instituciones involucradas por decreto en el Sistema. Solo ocho de ellas han tenido una participación significativa
 y no todas estas lo han hecho en forma constante. Desde el INAMU y otras instituciones más comprometidas en el PLANOVI se han realizado importantes esfuerzos por integrarlas a todas y ofrecerles instrumentos adecuados de trabajo, brindando capacitaciones, elaborando protocolos, promoviendo y construyendo espacios de coordinación. Sin embargo, indefectiblemente, cada cambio de gobierno exige rearmar los mecanismos del Sistema y negociar de nuevo con las y los jerarcas el mantenimiento de los compromisos y las acciones. El resultado no siempre es el deseable, lo que le da un carácter de gran inestabilidad tanto al PLANOVI como a  los programas e iniciativas de cada institución. Por esta misma razón la valoración del grado de coherencia de los objetivos del Plan con las prioridades del gobierno es negativa.
En términos de la sostenibilidad, el PLANOVI, como se acaba de señalar, tiene aún una fuerte dependencia de la voluntad de las autoridades. Parte importante de sus componentes no tienen aún un grado de institucionalización suficiente como para garantizar su existencia con recursos humanos y materiales propios. Las responsabilidades asumidas como recargo minan la permanencia de las instituciones en los espacios de coordinación. El hecho de que el Sistema haya sido constituido por decreto representa una debilidad y una amenaza aún mayor, por lo que es necesaria la aprobación de una Ley que legitime la existencia del Sistema y respalde los objetivos del PLANOVI asignando obligaciones específicas a las instituciones que lo conforman. Esta nueva definición debe consolidar los logros acumulados, corregir los obstáculos y favorecer las condiciones para enfrentar los nuevos retos en materia de violencia intrafamiliar.

Con cada cambio de administración, una parte muchas de las acciones desarrolladas en el marco del PLANOVI sobreviven, pero no se logra comprometer al conjunto del Ejecutivo para su definitiva consolidación. Hay sin embargo una capacidad instalada, en particular en la CCSS y en la Policía, que sí permite la continuidad en la prestación de algunos servicios especializados, aún en el periodo de crisis La instauración del Sistema por Ley de la República también favorecería su continuidad.
Desafíos del Sistema para mejorar sus resultados y afrontar los nuevos retos

Aunque el objetivo central de esta consultoría no es la identificación de recomendaciones específicas de política pública, luego del amplio recorrido de investigación por las diversas facetas de desarrollo del PLANOVI, vale la pena considerar un conjunto de desafíos de carácter general que pueden orientar en desempeño del Sistema en los próximos años. 

En el corto plazo, con los recursos que actualmente tiene el Sistema, se identifican como retos importantes:
· Reflexionar y tomar decisiones sobre el conjunto de mandatos y poblaciones atendidas.

· Revisar la propuesta de Ley de Creación del Sistema que se encuentra actualmente en la corriente legislativa.

· Implementar mecanismos de control de calidad y de medición de impacto en los servicios brindados.

· Retomar la campaña pública contra la violencia en medios de comunicación, de manera sistemática y permanente.

· Diseñar e implementar mecanismos para controlar el riesgo de revictimización de las personas afectadas por la violencia en los servicios brindados por las instituciones participantes en el PLANOVI.

· Hacer visible los recursos presupuestarios destinados a trabajar en violencia en cada una de las instituciones participantes en el PLANOVI.

· Fortalecer alianzas estratégicas y promover nuevas, con las instituciones identificadas como centrales para el buen desempeño del PLANOVI.

En el mediano plazo, se identifican otros cambios importantes de más largo alcance:

· Rediseñar el PLANOVI a la luz de la experiencia, tomando en cuenta los nuevos instrumentos normativos y recursos disponibles.

· Orientar el énfasis de la siguiente etapa en lograr calidad en la atención, trascendiendo la prestación de servicios y teniendo como objetivo la restitución de derechos. 

· Desarrollar una estrategia de comunicación que fortalezca el posicionamiento político del INAMU como ente rector de las políticas de equidad e igualdad de género en general y las políticas de violencia en particular.

· Diseñar e implementar un sistema permanente de monitoreo y evaluación de las acciones realizadas en el PLANOVI.

En el anexo 7 se presenta una matriz que sintetiza las recomendaciones específicas que se derivan de cada investigación desarrollada en el marco de esta consultoría.
La evolución de los enfoques más allá del PLANOVI

La violencia contra las mujeres es una violación de Derechos Humanos
 cuya raíz se encuentra en las “relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres” tal como reconoce la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer
. Su erradicación requiere involucrar al Estado y trabajar desde un enfoque de derechos que, centrado en la persona, tenga como objetivo primordial la restitución de los derechos violentados (entendidos como universales, irrenunciables, integrales y complementarios) y la neutralización de los desbalances de poder que originan esta violencia. Esto implica, entre otros, considerar a las mujeres afectadas por la violencia como sujetas de derecho y protagonistas de sus propios procesos.
Introducir un enfoque de derechos en el trabajo que se realiza para erradicar la violencia contra las mujeres y apoyar a quienes la viven es un esfuerzo contracultural. En efecto, esta forma específica de violencia ha sido invisibilizada en la historia, y en la actualidad con facilidad se la minimiza o trata de justificar. Paralelamente, a las mujeres maltratadas se las ha revictimizado (y sigue revictimizando) de múltiples maneras, tratándolas de mentirosas, exageradas, violentas, provocadoras, y considerándolas culpables o merecedoras de la violencia que viven. Sus derechos como mujeres han sido enterrados bajo los mandatos sociales que las encasillan en papeles como el de madre sacrificada, esposa honesta o hija obediente. Por lo tanto, las iniciativas que quieran alcanzar esos objetivos necesitan estar conscientes de que se requiere una labor de revisión continua, personal y colectiva, sobre concepciones y prácticas.  
La introducción del enfoque de derechos en el trabajo en relación a la violencia contra las mujeres plantea un nuevo reto en la lógica de funcionamiento de las instituciones. La burocracia, en el sentido más literal del término, ordena la actividad adaptando los procesos a las necesidades de la maquinaria, no de las personas a las que la institución sirve
. Las usuarias son una pieza más, no el corazón del engranaje y se espera de ellas que recorran los circuitos establecidos a priori y pensados desde la lógica institucional. En el mejor de los casos, se considera que se está brindando un servicio y preocupa la calidad de este,  pero los aparatos estatales difícilmente pueden realizar el giro radical que representa organizar su funcionamiento colocando a las personas y sus derechos en el centro de la lógica y las dinámicas de trabajo. Cuando las instituciones se conciben como asistencialistas, las dificultades pueden aumentar, ya que usualmente asumen y tratan a las personas como “beneficiarias”, no como sujetas de un derecho que el Estado debe garantizar en forma incondicional. En todo caso, existe un gran desbalance de poder entre una institución, encarnado en sus funcionarios y funcionarias, y las y los individuos que a ella acuden, sobre todo cuando se trata de una mujer maltratada y esa institución puede definir aspectos vitales para ella.

Lo señalado hasta aquí encuentra un equivalente cuando en lugar de la violencia contra las mujeres se esta enfrentando la violencia contra niños y niñas, contra personas adultas mayores o contra personas con discapacidad. La existencia de estructuras sociales que establecen relaciones desiguales de poder entre cada una de estas poblaciones y otras que las maltratan, convierte cada situación en un problema que exige una respuesta estatal desde un enfoque de derechos. 

Sin embargo, cada una de estas expresiones de violencia es específica, direccionada a un grupo humano particular, que involucra a actores diferentes, a relaciones de poder que no son de la misma naturaleza, y que operan de diferentes maneras, con dinámicas particulares que hay que entender, desentrañar y desarticular. Erradicar cada una de ellas requiere por tanto abordajes específicos, y trabajar en cada caso desde un enfoque de derechos que identifique esas particularidades, analice esos contextos y construya respuestas capaces de restituir los derechos lesionados.  

En este sentido, tratar de incluir diversas formas de violencia en una respuesta única y común al conjunto, lejos de facilitar la tarea la obstaculiza, ya que conlleva subsumirlas en una idea abstracta de violencia que no corresponde a ninguna en particular y que no permite trabajar desde la raíz de cada uno de los problemas. La pérdida de especificidad implica la renuncia a contar con instrumentos idóneos para enfrentar en forma efectiva cada uno de los problemas. Más que esto, la pérdida de especificidad es un obstáculo para trabajar desde un enfoque de derechos, porque oculta los desbalances de poder a contrarrestar. Esto ocurre cuando se plantea que la violencia contra las mujeres, o la que se produce contra niños y niñas, es parte de la violencia social y se quiere enfrentar desde esa generalización. Ocurre también cuando se quiere abordar la violencia intrafamiliar como si fuera un único fenómeno. 

La formulación del PLANOVI estuvo permeada por algunas de estas preocupaciones. De ahí que el proceso de interaprendizaje se colocara como un eje estratégico capaz de transformar visiones, actitudes y prácticas
. En el momento se consideró que no era viable abordar únicamente la violencia contra las mujeres (que fue la preocupación central que motivó la iniciativa) porque sería considerado discriminatorio contra otras poblaciones y se escogió desarrollar el plan en torno a la violencia intrafamiliar
. Se puso un énfasis en trabajar desde un enfoque de derechos, de género y generacional.

En los doce años trascurridos desde entonces no ha sido posible extender y mantener el espíritu inicial y un enfoque común. El interaprendizaje se concibió como una estrategia privilegiada para alcanzar este fin, impulsando cambios en las instituciones y servicios ya existentes y moldeando los nuevos. Sin embargo, este instrumento se debilitó debido, tanto a adaptaciones hechas por las instituciones que le hacen perder su carácter, como a la dificultad de formar personas que repliquen la experiencia. Por otra parte, desde el PLANOVI no se han logrado ese diálogo con las diferentes disciplinas capaz de construir visiones alternativas, y frecuentemente se ha impuesto la enseñanza académica tradicional, especialmente en el caso de la psicología, donde se siguen aceptando visiones patologizantes
. El hecho de que en el modelo de atención del PLANOVI tenga un fuerte peso la dimensión psicológica, en desbalance con la social y la legal
, favorece prácticas que terminan subjetivizando y personalizando el problema y en ocasiones devolviéndolo a la esfera privada
. 

Finalmente, el hecho de que sea un Sistema orientado a la violencia intrafamiliar ha favorecido las confusiones teóricas.  En particular conduce a ignorar los desbalances y asimetrías de información y poder entre agresores y personas maltratadas, así como el fortalecimiento ideológico de prácticas revictimizantes entre los prestadores de servicios y las personas afectadas por violencia intrafamiliar. 
Llama la atención que no existan en  ningún componente o institución del PLANOVI mecanismos que permitan a las personas afectadas por la violencia expresar sus percepciones y valoraciones sobre los servicios que recibe. Esta carencia no solo limita la posibilidad de evaluar el trabajo y mejorar las prácticas. Antes que nada, y sobre todo, excluye la posibilidad de colocar a las personas en el centro del Sistema y las convierte en el objeto de la respuesta institucional. 

A pesar del indudable interés de instituciones y personas involucradas en el PLANOVI por actuar desde un enfoque de derechos
, en general, la revictimización de las personas afectadas por la violencia intrafamiliar es un riesgo latente.

[image: image4.jpg]



Evaluación de impacto del Sistema Nacional para la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar

LR 123-2006

parte II: Informes especiales
Junio,  2007

Lista de  Informes especiales
	Estudio
	Autora

	1. Eje de Recursos de Apoyo  en el PLANOVI
	Vera Aguilar

	2. Informe de evaluación sobre la calidad del servicio del centro operativo de atención a la violencia intrafamiliar del INAMU
	Aixa Ansorena Montero

	3. Síntesis de resultados del estudio en la fuerza pública en la atención de violencia intrafamiliar 
	Aixa Ansorena Montero

	4.. Valoración de las campañas de comunicación elaboradas por el PLANOVI en torno al problema de la violencia intrafamiliar durante el periodo 1995-2006
	Hosana Barquero, Jaime Gamboa

	5. El Ministerio de Seguridad Pública en el PLANOVI
	Ana Cardedo

	6. El sector salud en el PLANOVI
	Ana Cardedo

	7. Las Oficinas Municipales de la Mujer en el PLANOVI
	Ana Cardedo

	8. Los Centro Especializados de Atención y Albergue Tempora para las Mujeres Afectadas por la Violencia Intrafamailiar, sus Hijos e Hijas (CEAAM) en el PLANOVI
	Ana Cardedo

	9. Logros y desafíos de la Redes locales para la atención y prevención de la Violencia Intrafamiliar: Un balance crítico
	Leda Marenco Marrocchi

	10. Delegación de la mujer y consultorios jurídicos
	Teresita Ramellini

	11. Eje de interaprendizaje en el PLANOVI
	Teresita Ramellini

	12. El Ministerio de Educación Pública en el PLANOVI
	Teresita Ramellini

	13. El Patronato Nacional de la Infancia en el PLANOVI
	Teresita Ramellini

	14. Eje de Recursos de Apoyo  en el PLANOVI
	Vera Aguilar


Nota: Los documentos están agrupados por autor.


[image: image5.jpg]



Evaluación de impacto del Sistema Nacional para la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar

LR 123-2006

Anexos
Junio,  2007

Lista de anexos
1. Lista de personas consultadas
2. Lista de Leyes, ratificaciones, y decretos de la normativa nacional relacionada con la violencia intrafamiliar y extrafamiliar

3. Inventario de normas y protocolos de atención en violencia intrafamiliar y abuso sexual extrafamiliar.

4. Materiales producidos.

5. Compendio estadístico

6. Bibliografía recopilada

7. Recomendaciones por informe especial





























































































Comité de Coordinación y Evaluación





* CMF (INAMU)


* Mideplan


* Otras que el Consejo determine





� HYPERLINK  \l "Niveles" ��Niveles de intervención�





integrado por





Consejo Social del Gobierno





A nivel institucional





Comisión especializada de VIF impulsa ejecución de políticas





A nivel local





* Redes locales de coordinación de servicios


* Oficinas de 


Promoción Activa de los DD de las Mujeres que atiendan, refieran, promocionen DD y coordinen las Redes





* � HYPERLINK  \l "Programa" ��Coordinar la Comisión� 


* Dirigir los Albergues


* Mantener un subprograma de capacitación


* Apoyar técnicamente los programas de las instituciones


* Coordinar un servicio telefónico


* Mantener coordinación con las oficinas de PADM


* Redactar propuestas jurídicas


* Cursar denuncias de funcionarios


* Brindar orientación y referencia a quien lo solicite








Sus 


funciones





Comisión de Seguimiento





“El SNAPVIF desarrollará sus objetivos y funciones a través de una”





* Detección


* Atención a afectadas y ofensoras


* Prevención y promoción


* Acceso a recursos de apoyo


* Capacitación








*Personas afectadas por la VIF


*Personas ofensoras





Población meta





Sus funciones





 * Elaborar � HYPERLINK  \l "FCS" ��propuestas de políticas� nacionales para la atención, sanción, prevención y erradicación de la VIF 


* Planificar anualmente las acciones con las instituciones públicas integrantes del Sistema  para el efectivo cumplimiento de las políticas nacionales aprobadas


* Crear las comisiones de trabajo que sean necesarias


* Elaborar informes semestrales de trabajo por institución y del sistema como un todo para presentarlos al Comité de Evaluación





Coordinada por





ofrecerán servicios especiales en ejecución de las políticas y la planificación realizadas para la población meta según sus potestades institucionales y lo estipulado en el art 23 de la LCVD





Instituciones involucradas





integrada por 





sus funciones





* Aprobar y dirigir las políticas nacionales referidas a VIF


* Aprobar los informes semestrales de las instituciones involucradas


* Conocer los informes anuales de evaluación y seguimiento que elabore la Comisión de Seguimiento





“En su interior se constituirá un”





sus objetivos





* Poner en funcionamiento un sistema de de atención integral que permita la detección de la violencia intrafamiliar y el abuso sexual extrafamilar, la atención oportuna para detener las agresiones y brindar a la persona afectada la intervención que necesite para  posibilitar su recuperación y la construcción de su nuevo proyecto de vida


* Promover acciones que incidan y busquen cambiar los patrones socioculturales que justifican y alientan las conductas violentas, para propiciar un estilo de relaciones humanas no violentas basadas en el respeto a la individualidad y la diferencia





sus funciones





coordinado por





Todas aquellas acciones que el Poder Ejecutivo puede cumplir por medio de sus instituciones y que son compromiso adquirido por el Estado costarricense en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia ontra la Mujer en sus artículos 7 y 8.




























































































� HYPERLINK  \l "Art1" ��Sistema Nacional� para la Atención y la Prevención de la Violencia Intrafamiliar





Programa Nacional para la Atención y Prevención de la VIF (PLANOVI) del CMF (hoy INAMU)





* un representante de cada institución en el Sistema


* podrán ser parte ONGs especializadas nacionales 


* y otras instancias públicas fuera del Poder Ejecutivo








� Particularmente crítica es la ausencia de información en los siguientes temas: presupuesto asignado y ejecutado en el marco del PLANOVI; actividades de las OFIM en materia de violencia intrafamiliar; cobertura y calidad de las acciones de las Redes Locales; lista de personas capacitadas y de materiales producidos; opinión de las usuarios y usuarios de los servicios.





� El cambio de nombre corresponde a un cambio de enfoque. Se sustituye la idea de brindar acogida a las mujeres maltratadas por la de brindar un servicio integral de apoyo a las mujeres, sus hijas e hijos.


� Ver informe específico en la II Parte de este Informe.


� El programa dependía directamente del despacho de la Viceministra de Seguridad Ana Helena Chacón. Cuando ella deja el Ministerio en junio del 2005 el equipo que lo coordinaba y daba seguimiento es destinado a funciones adicionales.


� Entre ellas la  que establece la penalización de la violencia contra las mujeres, la de  creación del Sistema Nacional para la atención y prevención de la Violencia Intrafamiliar, la que equipara  el trabajo doméstico al resto de trabajos, la de reformas a la Ley de Acoso Sexual.


� Desde el 2002 sólo se produce un avance en relación a los derechos de la población femenina, la aprobación de la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres, que se produce en el transcurso de esta investigación. 





� A juicio de personas y organizaciones de defensa de los derechos de la niñez y la adolescencia involucradas en la elaboración del PLANOVINA, este no pasó de la etapa de diseño.


� Uno de ellos lo cometió un hombre que desde la cárcel amenazaba a la compañera con asesinarla cuando quedara en libertad, lo que realmente hizo. Ni la mujer, que tenía medidas de protección, ni la policía habían sido informados de que el hombre  había dejado la cárcel. Otro lo cometió un policía. Por el carácter prevenible de estas muertes, y de otras que ocurren cuando las mujeres tienen medidas de protección o las ejecutan agresores reincidentes,  se convocó a esta Comisión de Alto Nivel con el fin de evitar las muertes de mujeres.


� En el decreto se menciona a su antecesor, el Programa Nacional de Atención y Prevención de la Violencia intrafamiliar del Centro Nacional para  el Desarrollo de la Mujer y la Familia.


� En la actualidad el PLANOVI cuenta con  11 protocolos.


� El Área de Violencia de Género tiene alrededor de un tercio del personal de todo el INAMU, sin embargo la mayoría trabaja en la prestación directa de servicios. En la práctica el equipo técnico que se encarga del resto de tareas se reduce a  9 funcionarias.    


� “Si hay celos, y ha generado molestias y resentimientos, y nos ha hecho ganar títulos como las violentas, brujas y locas” (Taller con el Área de Violencia de Género, 17 abril, 2007).


� Aunque la Delegación de la Mujer presta servicios a cualquier mujer que los solicite son las del Gran Área Metropolitana quienes hacen más uso de ellos. Los otros espacios estatales que brindan este tipo de servicio son las OFIM cuando cuentan con personal especializado.   


� La Ley de Igualdad Social de la Mujer aprobada en 1990 establece la obligación del INA de “desarrollar un sistema de formación profesional para la mujer que oriente las políticas, en el corto, mediano y largo plazo, hacia la capacitación integral de la mujer en diversos sectores económicos” y de destinar a este fin el 1% del presupuesto de la institución.


� Han sido consultados al respecto: efectivos policiales, instructores e instructoras de la Escuela de Policía, funcionarias y funcionarios de las Redes locales, de las OFIM, de los CEAAM y del Área de Violencia de Género del INAMU.


� Aunque algunas funcionarias de las instituciones participantes  en las Redes desarrollan acciones fuera del horario de trabajo, en particular cuando se organizan actividades colectivas, esta no es la tónica ni la situación permanente.


� PNUD. 2002. Venciendo el temor, (In)seguridad Ciudadana y desarrollo humano en Costa Rica, página 136. 


� En España por ejemplo, la Ley de Protección Integral contra la Violencia de Género aprobada en el año 2004, en el artículo 19 establece el derecho de las mujeres a la asistencia social integral, incluyendo “atención, de emergencia, de apoyo y acogida y de recuperación integral” que cada Comunidad Autónoma debe organizar mediante servicios costeados con recursos propios y del presupuesto central del Estado. Cuando no se cuenta con otras alternativas las Comunidades están cubriendo gastos de hotel.


� INAMU, CCSS, Ministerio de Salud, Ministerio de Justicia, Ministerio de Seguridad Pública, Ministerio de Educación Pública, PANI, IMAS. Son las instituciones incluidas en el decreto que han tenido una presencia más constante en la Comisión de Seguimiento o han participado en alguna Redes. Además, han participado en forma regular en la Comisión de Seguimiento las Universidades (UCR, UNA e ITCR), el Consejo Nacional de Rehabilitación y las organizaciones privadas (PROCAL, Paniamor y CEFEMINA).


� Así es reconocida oficialmente por las Naciones Unidas a partir de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebrada en Viena en 1993.


� Conocida como  Convención de Belem do Pará, aprobada por la OEA en 1994 y ratificada por Costa Rica en 1995.


� Las visiones tradicionales han impregnado la academia y la formación de profesionales. Se trata de un proceso histórico que ha permitido construir teorías psicológicas, antropológicas, sociales y políticas, que en mayor o menor medida han ocultado o justificado la violencia contra las mujeres y dificultado la erradicación del problema. También aquí se requiere realizar una labor contracultural, estableciendo un diálogo con cada disciplina, identificando los supuestos teóricos a revisar, construyendo explicaciones alternativas capaces de incorporar el análisis de las relaciones de poder entre géneros, así como propuestas que respalden la defensa de los Derechos Humanos. 





� Es significativo en este sentido el nombre que recibió la propuesta formativa de interaprendizaje, “Para sentir, pensar y enfrentar la violencia intrafamiliar”


� No existía aún el mandato expreso de la Convención de Belém do Pará para atender en forma específica la violencia contra las mujeres.


� Ver contenidos del curso especializado en informe sobre interaprendizaje.


� El PLANOVI no ha logrado ofrecer una cobertura similar para los servicios legales que para los psicológicos, a pesar de que tienen demandas y costos similares.


� En ocasiones se considera que las mujeres “vuelven a caer  en el ciclo de la violencia“ como si se tratara de un asunto personal, o se interpretan sus dificultades para salir de una relación abusiva como una expresión de una supuesta “invalidez aprendida” (término que desvirtúa el acuñado por Lenore Walter ”desesperanza aprendida”) y no del poder que el agresor ejerce y el desempoderamiento que la sociedad genera.


� Este interés es más frecuente en las instituciones y servicios que se han creado específicamente en el contexto del PLANOVI que en aquellos que preexistían, y más arraigada entre quienes iniciaron la experiencia.
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